A LA SECRETARIA XERAL TECNICA E DO TESOURO
CONSELLERIA DE FACENDA E ADMINISTRACION PÚBLICA
Don/Dª---------------------con 
D.N.I. ------------------- actuando en calidad de administrador/a de la empresa operadora ____________ con CIF _______ y con domicilio a efectos de notificaciones en--------, ante la Secretaria  Xeral Tecnica e do Tesouro Conselleria de Facenda e Administración Pública, comparece y como mejor proceda en derecho,  DIGO:
Que con fecha 11 de diciembre de 2024 ha sido publicado en el DOG- Núm. 238, el inicio de un procedimiento de oficio de extinción de Autorización de Instalación y Localización para máquina del tipo “B”, por llevar el establecimiento sin máquina instalada en establecimientos de restauración, de ocio y entretenimiento en el período previsto en la disposición transitoria séptima de la  Ley 3/2023, del 4 de julio, reguladora de los juegos de Galicia, comunicando a mi representada, la apertura de un plazo de 10 días para formular alegaciones al respecto, 
Que en tiempo y forma y por medio de la presente se realizan las siguientes,
ALEGACIONES 
PRIMERA: Vigencia de AIL
La Autorización de Instalación y Localización que vincula a la Empresa Operadora con los siguientes establecimientos (indicados en la relación) con su vigencia o Su prórroga según determine la nueva ley.

RELACIÓN ESTABLECIMIENTOS

	PROVINCIA ESTABLECIMIENTO
	CÓDIGO AIL
	CÓDIGO ESTABLECIMIENTO
	NOME ESTABLECIMIENTO
	VIGENCIA AIL

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 


Y ello conforme a la normativa de aplicación: 
DECRETO 147/2013, de 19 de septiembre, por el que se modifica el Decreto 39/2008, de 21 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de máquinas recreativas y de azar de la Comunidad Autónoma de Galicia.

Artículo 54 (Vigencia y Renovación de la Autorización de Instalación y Localización), apartado 1):“El período de vigencia de la autorización de instalación y localización será el que libremente acuerden la persona titular del establecimiento y la empresa operadora, sin que pueda ser inferior a cinco años. La jefatura territorial de la consellería competente en materia de juego que corresponda, diligenciará la autorización por el período y localización acordada, a efectos de su validez, incluyéndola en el Registro de Empresas de Máquinas de Juego. La autorización de instalación y localización podrá dejarla sin efecto cualquiera de las partes, cuando denuncien su validez 3 meses antes de su vencimiento. De no ser así, dicha autorización se entenderá prorrogada por el mismo plazo que fue concertada”.
2. Durante el período de vigencia de la autorización de instalación y localización, los cambios de titularidad del negocio desarrollado en el establecimiento o de la autorización de explotación de la máquina instalada en él no serán causa de revocación de aquella. Las nuevas personas titulares quedarán subrogadas en los derechos y obligaciones que para los anteriores derivarán de la autorización en vigor.”

Artículo 55 (Extinción de la Autorización de Instalación y Localización), apartado g): “La autorización de instalación y localización se extinguirá por alguna de las siguientes causas: (…) g) Por el cierre del establecimiento autorizado o el cese de la actividad que constituye el objeto de la autorización durante un período de tres años”.
El 26 de noviembre de 2024 se dicta un acuerdo de inicio del procedimiento para la extinción de oficio de las autorizaciones de instalación y localización en establecimientos de restauración, de ocio y entretenimiento que no tuviesen máquina instalada en el período previsto en la disposición transitoria séptima de la Ley 3/2023, del 4 de xulio, reguladora de los juegos de Galicia. Según lo previsto en la disposición transitoria, las empresas operadoras y comercializadoras disponían de un período de un año (6.10.2023 a 6.10.2024) para instalar las máquinas de juego tipo B en los establecimientos de restauración, de ocio y entretenimiento. En dicho acuerdo se recoge que transcurrido el plazo de un año establecido en ella, procede iniciar el referido procedimiento de extinción de oficio con el fin de dar cumplimiento a la previsión de que, en ningún caso, el número de autorizaciones de instalación y localización de una misma empresa pueda ser superior al número de autorizaciones de explotación que a dicha empresa tenga concedidas.
La Disposición transitoria séptima, establece el régimen transitorio de aplicación a las autorizaciones de máquinas de juego tipo B no instaladas en establecimientos de restauración y de ocio y entretenimiento:

1. Las empresas que cuenten, en el momento de la entrada en vigor de la presente ley, con la autorización del órgano autonómico de dirección competente en materia de juego para la comercialización y explotación de las apuestas y máquinas de juego tipo B dispondrán de un plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente ley para la instalación de la totalidad de dichas máquinas que tengan autorizadas en establecimientos de restauración y de ocio y entretenimiento.
2. Transcurrido el plazo anterior sin que constasen efectivamente instaladas, se procederá de oficio a acordar la extinción de dichas autorizaciones.
3. Las máquinas que, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, pasen a la situación de no instaladas podrán permanecer en esa situación hasta que el futuro reglamento desarrolle las causas justificadas a que hace referencia el artículo 14.7. En ningún caso el número de autorizaciones de instalación y localización de una misma empresa podrá ser superior al número de autorizaciones de explotación que dicha empresa tenga concedidas.

Lo que subyace detrás de la aplicación de la Disposición Transitoria Séptima, está muy próximo a lo que podríamos considerar una expropiación de derechos, y se estaría conculcando el Artículo 9.3 de la Constitución Española, “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.”

Desde ese punto de vista conculca la Seguridad Jurídica, la “Confianza Legítima” de los operadores del sector y la prohibición de retroactividad de disposiciones restrictivas de derechos.
Mediante la aplicación de la Transitoria Séptima, se está privando de validez a Autorizaciones plenamente vigentes, cuya fecha de vencimiento está aún por llegar, y en muchos casos con una temporalidad de validez aún muy dilatada. 
Nuestro ordenamiento constitucional, cuestiona abiertamente que una norma legal conculque los principios, como decimos de Seguridad Jurídica y “Confianza Legítima”, establecidos en el Artículo 9.3 de la Constitución Española. Según una dilatada doctrina constitucional, dichos principios protegen a los ciudadanos que ajustan su conducta a la normativa vigente, frente a cambios que no sean razonablemente previsibles. Y también en base a dicho Artículo 9.3 de la CE, nos encontramos, en el presente caso ante un caso de Retroactividad Restrictiva de Derechos Individuales, dado que la normativa de referencia está produciendo efectos sobre situaciones jurídicas anteriores, con lo que ello conlleva.
Por tanto, esta parte considera que la aplicación retroactiva de la norma que se está realizando perjudica sus legítimos intereses, al modificar una situación jurídica creada en virtud de la norma vigente al tiempo de producirse la renovación de la Autorización de Instalación y Localización, lo cual supone una vulneración del Principio de Seguridad Jurídica que le asiste, y una vulneración del artículo 9.3 C.E., que proscribe la retroactividad.

SEGUNDA:  Defecto de notificación.
El artículo 82 de la Ley 39/2015 del 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, previo a la resolución que se dicte, en el trámite de audiencia otorga un plazo de alegaciones a los interesados, entendemos que la notificación del inicio del procedimiento de oficio de extinción de la AIL causa indefensión a esta parte como interesada, ya que existe una notificación generalizada de la misma mediante la publicación en el DOGA y no una notificación individual a cada titular de la AIL, siendo las excepciones a esta notificación personal, únicamente las recogidas en el artículo 44 de la referida ley, causando, de este modo, un perjuicio a los interesados ante tal defectuosa notificación y vulnerando con ello, el artículo 24 de la CE, causando indefensión y vulnerando el derecho a la tutela judicial efectiva.

TERCERA: Establecimiento o Local con licencia (cambio de titular, traspaso, cambio de denominación )
La AIL de las que esta Empresa Operadora  es titular en los establecimientos ya señalados, los cuales “NO SE ENCUENTRAN EN CESE DE ACTIVIDAD” pero que sin embargo debido al cambio acaecido en este loca l( cambio de titular, traspaso, cambio de denominación o está en disponibilidad de ser abierto al público ) estamos actualmente en vías de negociación con dicho local,  para volver a instalar una máquina de la cual, dicho sea de paso NO HA SIDO SOLICITADA POR NINGUNA DE LAS PARTES LA EXTINCIÓN DE LA AIL NI HA PERDIDO SU VIGENCIA.

Por ello, no se cumplen los requisitos establecidos en la normativa de aplicación para que se pueda extinguir una AIL vigente.

Así en la ley del juego de Galicia, art 14. 7. Dice que “Las autorizaciones válidamente otorgadas, salvo las relativas al juego de la rifa y la tómbola, que tendrán la duración que se fije en la correspondiente resolución de autorización, tendrán una duración máxima de quince años.”
“Sin perjuicio de otras causas de extinción que podrán establecerse reglamentariamente, las autorizaciones se extinguirán transcurridos treinta días naturales consecutivos desde el cese de la actividad que constituya el objeto de las mismas sin causa justificada, a solicitud del titular del establecimiento o local en que se realice el juego, a solicitud del titular de la autorización correspondiente o transcurrido el plazo de duración máxima establecido en el párrafo anterior.”
La simple lectura del art 14.7, es clara, se ha contemplado para el cese de actividad del local por más de treinta días, o por el transcurso del tiempo máximo de la autorización. El artículo, además, inicia su redacción diciendo 'o.., sin perjuicio de otras causas de extinción, que se podrán establecer reglamentariamente..." es decir, que será el reglamento el que desarrolle todas las vías y formas de extinción de una AIL, y en este momento tan solo se recoge el cese de actividad por transcurso de treinta días naturales, o por haber transcurrido el plazo de duración máximo de la autorización establecido en el párrafo anterior, en el caso de la presente AIL no se da ningún de estos supuestos.
 Es decir, el art 14.7 ha acotado dos causas, una el cese de actividad del local por más de treinta días sin causa justificada,  además que en ese caso se solicita por el titular de establecimiento, o, por la empresa operadora; y dos, si ha transcurrido el plazo máximo de duración de la propia autorización se extinguirá automáticamente.

No olvidemos que una AIL es fruto de una relación consensuada, por cuanto si en el  ámbito administrativo es necesario para suscribir las autorizaciones la firma de las dos partes y el mutuo acuerdo, no lo es menos que la administración no puede  de oficio y sin causa acordar la extinción de la AIL por cuanto y tal como recoge nuestro código civil no puede quedar al amparo de una de las partes decidir sobre su resolución.
No puede, la administración tomar "prestadas" competencias jurisdiccionales (que no tiene), y por tanto no puede extinguir la AIL, porque dicha facultad le está vedada a la administración al ser competencia de un órgano jurisdiccional. 
En virtud de lo expuesto, S U P L I C O,

que teniendo por presentado este escrito junto con los documentos que lo acompañan, y por formuladas las alegaciones contenidas en el mismo, se sirva admitirlo, y en su virtud y previos los trámites oportunos, se sirva declarar la vigencia de la Autorización de Instalación y Localización, objeto del presente escrito, archivando el procedimiento de extinción de oficio de la misma en los términos expuestos en el presente escrito.
En ……….. a ….. de …………. de 2024
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